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La reciente aprobación por la Comisión de Constitución y Justicia (CCJ) de la Cámara de Diputados de la reducción de la edad de responsabilidad penal  es sintomática de un problema social más profundo: la inseguridad pública en el país. Según Alexander Rodrigues de Castro , es en este contexto que la Propuesta de Enmienda a la Constitución ( PEC ) del diputado Gonzaga Patriota (PSB/PE) cobró fuerza política y apoyo social, independientemente de su efectividad para reducir la delincuencia . "La sensación de que el Estado aún no ha podido ofrecer respuestas satisfactorias a la seguridad pública provoca que las propuestas de penas más severas reaparezcan cíclicamente en el Congreso Nacional ", señala. 

En la siguiente entrevista, realizada por correo electrónico al Instituto Humanitas Unisinos – IHU , Castro explica las controversias legales en torno a la interpretación de la naturaleza de la cláusula fundamental atribuida al artículo 228 de la Constitución Federal , que podría hacer inconstitucional la propuesta. Según esta disposición, los menores de 18 años son penalmente irresponsables. “Esta es precisamente una de las principales controversias legales relacionadas con la reducción de la edad de responsabilidad penal. No existe consenso en la doctrina constitucional sobre el tema”, explica. 

Según el entrevistado, uno de los puntos preocupantes de este debate es el efecto práctico que esta medida podría tener sobre los jóvenes sometidos al sistema de justicia penal, en caso de ser aprobada por la Cámara de Diputados , el Senado y promulgada por el Presidente de la República. "Considerando los problemas que históricamente ha enfrentado el sistema penitenciario brasileño, como el hacinamiento , las actividades de organizaciones criminales , las deficiencias estructurales y las limitaciones en la provisión de programas de rehabilitación, existe el temor de que el contacto temprano con este entorno pueda comprometer aún más las posibilidades de reintegración social para estos jóvenes", señala.

Asegura que la prevención y el abordaje de la delincuencia juvenil dependen de un "enfoque integral" y no pueden reducirse a una legislación punitiva . "La experiencia demuestra que las políticas más eficaces suelen ser aquellas que combinan educación, asistencia social, oportunidades económicas, fortalecimiento comunitario y una rendición de cuentas adecuada para los adolescentes que cometen delitos", ejemplifica.
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Entrevista.

IHU – ¿Qué explica la aprobación de la reducción de la edad de responsabilidad penal en la Comisión de Constitución y Justicia (CCJ) de la Cámara de Diputados?

Alexander Rodrigues de Castro – La aprobación de la propuesta en la CCJ (Comisión de Constitución, Justicia y Ciudadanía ) se explica por la convergencia de factores políticos, sociales e institucionales. En primer lugar, la reducción de la edad de responsabilidad penal es un tema recurrente en el debate público brasileño desde hace décadas, especialmente en épocas de mayor percepción de inseguridad y amplia cobertura mediática de delitos violentos protagonizados por adolescentes.

Además, una parte importante de la población considera que el sistema actual de rendición de cuentas para adolescentes es insuficiente para abordar ciertos delitos graves. Esta percepción genera presión política sobre los parlamentarios, quienes frecuentemente presentan o apoyan propuestas para endurecer la legislación penal.

También es necesario considerar que la seguridad pública sigue siendo uno de los principales desafíos que enfrenta el Estado brasileño . A pesar de las diversas reformas legislativas, las inversiones en seguridad pública y los cambios institucionales implementados en las últimas décadas, la población aún vive con altos índices de criminalidad en muchas regiones del país. Este escenario produce una sensación de insatisfacción y cansancio social, lo que lleva a parte de la sociedad a apoyar medidas que transmiten la idea de mayor rigor en la respuesta del Estado ante el delito. En este contexto, propuestas como la reducción de la edad de responsabilidad penal tienden a ganar apoyo político, independientemente de los desacuerdos existentes sobre su capacidad efectiva para reducir la delincuencia .

Desde el punto de vista legislativo, es importante destacar que la Comisión de Constitución, Justicia y Ciudadanía (CCJ ) no analiza los méritos de la propuesta, es decir, si la reducción de la edad de responsabilidad penal es conveniente o efectiva para disminuir la delincuencia. La función de la comisión es principalmente examinar la admisibilidad constitucional de la Propuesta de Enmienda a la Constitución ( PEC ). Por lo tanto, la aprobación de la propuesta indica que la mayoría de los parlamentarios de la comisión entendieron que el debate puede avanzar a las siguientes etapas del proceso legislativo. Sin embargo, la aprobación de la CCJ sobre un tema tan controvertido ya indica probabilidades razonables de aprobación por parte del poder legislativo.

Por lo tanto, la decisión del CCJ no representa una definición definitiva sobre la reducción de la edad de responsabilidad penal , pero demuestra que el tema sigue encontrando un apoyo político relevante en el Congreso Nacional , especialmente en un contexto donde la seguridad pública sigue siendo una de las mayores preocupaciones de la población.

La decisión de la CCJ demuestra que el tema sigue contando con un importante respaldo político en el Congreso Nacional, especialmente en un contexto donde la seguridad pública sigue siendo una de las mayores preocupaciones de la población brasileña – Alexander Rodrigues de Castro

IHU – ¿Por qué existe una presión tan persistente para reducir la edad de responsabilidad penal desde que se promulgó la Constitución?

Alexander Rodrigues de Castro – La recurrencia de este debate desde la promulgación de la Constitución de 1988 se debe, en gran medida, a la tensión permanente entre dos valores igualmente relevantes para la sociedad. Por un lado, la Constitución adoptó la doctrina de la protección integral, reconociendo a los niños y adolescentes como sujetos de derechos y estableciendo un sistema específico de responsabilidad para los menores de 18 años . Por otro lado, persiste la preocupación social respecto a la seguridad pública y la respuesta del Estado ante los delitos graves cometidos por adolescentes.

Cada vez que se produce un delito de gran repercusión mediática en el que participan menores , el tema vuelve a ocupar un lugar central en la agenda pública. Esto se debe a que parte de la población cree que los adolescentes de entre 16 y 18 años ya tienen la capacidad suficiente para comprender la naturaleza ilícita de sus actos y, por lo tanto, deberían recibir un trato similar al de los adultos en determinadas situaciones.

Además, la persistencia de problemas relacionados con la violencia y la delincuencia contribuye a mantener vivo este debate. La sensación de que el Estado aún no ha podido ofrecer respuestas satisfactorias a la seguridad pública provoca que las propuestas de penas más severas reaparezcan cíclicamente en el Congreso Nacional . En momentos de mayor preocupación social por la violencia, medidas como la reducción de la edad de responsabilidad penal tienden a ganar apoyo político y popular, incluso cuando existen discrepancias entre los expertos sobre su eficacia práctica.

También es importante reconocer que la población suele entender el delito desde una perspectiva puramente moralista: lo percibe únicamente como consecuencia de la maldad del perpetrador. Esta es una reacción natural: ante la violencia, la gente tiende a identificar a los responsables del daño y a abogar por respuestas más severas para restablecer la justicia y la seguridad . El problema radica en que los fenómenos delictivos son mucho más complejos de lo que sugiere esta percepción intuitiva inicial, ya que involucran factores sociales, económicos, institucionales y culturales.

La población suele entender el crimen desde una perspectiva puramente moralista: se considera que el crimen es únicamente consecuencia del carácter malvado del perpetrador. – Alexander Rodrigues de Castro

A pesar de ello, los discursos simplistas suelen gozar de gran aceptación pública, sobre todo cuando presentan soluciones aparentemente rápidas a problemas persistentes. En muchos casos, esta concepción más moralista del delito se ve reforzada por ciertos comunicadores sociales, la cobertura mediática y los agentes políticos que encuentran en la seguridad pública una importante fuente de movilización electoral. Esto no significa que las preocupaciones de la población sean ilegítimas, sino que el debate público no siempre refleja la complejidad que implica la formulación de políticas penales eficaces.

Ante esta situación, la reducción de la edad de responsabilidad penal se convierte en un tema recurrente, ya que parte del razonamiento de que si los menores de 18 años cometen delitos, esto es simplemente consecuencia de una supuesta permisividad en la legislación .

IHU – Según el artículo 228 de la Constitución Federal Brasileña, “los menores de dieciocho años son penalmente irresponsables y están sujetos a las normas de legislación especial”. ¿Es esta una cláusula inamovible? ¿Cuál es el debate jurídico actual en torno a este tema?

Alexander Rodrigues de Castro – Esta es precisamente una de las principales controversias jurídicas en torno a la reducción de la edad de responsabilidad penal . No existe consenso en la doctrina constitucional sobre el tema. Una parte significativa de juristas sostiene que el artículo 228 de la Constitución constituye una garantía fundamental para los menores y, por ello, estaría amparado por la cláusula imperativa prevista en el artículo 60, § 4, inciso IV, que impide la aprobación de enmiendas que tiendan a suprimir derechos y garantías individuales. Según esta interpretación, la inimputabilidad penal de los menores de 18 años no podría reducirse ni siquiera mediante una enmienda constitucional.

Por otro lado, hay autores que defienden la posibilidad legal de la enmienda. Según esta postura, el artículo 228 no constituye una cláusula inamovible en sí misma, sino más bien una opción de política constitucional adoptada por la Asamblea Constituyente de 1988, sujeta a revisión mediante el procedimiento ordinario de reforma constitucional . De acuerdo con esta interpretación, el tema puede someterse al debate democrático y al proceso legislativo de reforma constitucional.

Derechos fundamentales y garantías

El debate surge principalmente porque esta norma no se encuentra en el Título II, que trata sobre los " Derechos y Garantías Fundamentales ". Por lo tanto, existen dudas sobre si constituye un derecho fundamental. Sin embargo, la naturaleza jurídica de esta norma no depende simplemente de su ubicación en el texto constitucional. En otras palabras, el mero hecho de que no se encuentre en el título "Derechos y Garantías Fundamentales" no descarta necesariamente la posibilidad de considerarla un derecho fundamental. Así pues, existen argumentos válidos para ambas posturas.
Siempre he criticado a quienes argumentan que esta norma es un derecho fundamental simplemente como estrategia para evitar el debate. En mi opinión, los expertos y las fuerzas políticas que se oponen a la reducción de la edad de responsabilidad penal tienen el deber de explicar su postura a la ciudadanía y buscar convencerla mediante la clarificación. Esto se debe a que, si la demanda social de reducir la edad de responsabilidad penal sigue creciendo, argumentar simplemente que la medida no puede adoptarse debido a la inmutabilidad de la norma (como si se buscara evitar el debate) podría ser contraproducente, contribuyendo a la deslegitimación de la propia Constitución ante la población. Y esto, a su vez, podría contribuir a fortalecer las posturas radicales a favor de una nueva asamblea constituyente, en la que aún más derechos podrían verse amenazados.

Es importante destacar que la aprobación de la propuesta por la Comisión de Constitución y Justicia no resuelve esta controversia. El debate podría continuar durante todo el proceso legislativo y, si el Congreso Nacional aprueba una enmienda, es muy probable que su constitucionalidad sea cuestionada ante el Supremo Tribunal Federal ( STF ). En otras palabras, el debate actual no se limita a la conveniencia o efectividad de reducir la edad de responsabilidad penal , sino que implica una cuestión jurídica más profunda: si la Constitución permite realizar este cambio mediante una enmienda constitucional o si la protección otorgada a los menores de 18 años forma parte del núcleo intangible del ordenamiento constitucional brasileño.

IHU – ¿Qué características demuestran una adhesión social y legal al punitivismo en la realidad brasileña?

Alexander Rodrigues de Castro – La adhesión al punitivismo se observa tanto en el ámbito social como en el jurídico. Socialmente, se manifiesta en la frecuente defensa de penas más severas como principal respuesta a los problemas delictivos , en la amplia aceptación de propuestas para ampliar el sistema penal y en la expectativa de que un mayor castigo, por sí solo, genere mayor seguridad pública . También es común que eventos mediáticos de gran repercusión generen demandas inmediatas de nuevas leyes penales o del endurecimiento de las existentes.

En el ámbito jurídico y legislativo, esta tendencia se manifiesta en la continua ampliación del catálogo de delitos, el aumento de las penas para ciertas conductas y la restricción de los beneficios penales y procesales. En las últimas décadas, Brasil ha experimentado un crecimiento significativo de su población carcelaria, mientras que sucesivas reformas legislativas han buscado endurecer la respuesta penal en diversos ámbitos.

La tendencia hacia el punitivismo como respuesta rápida y simplista a los problemas sociales es compartida incluso por personas del espectro político progresista, que con frecuencia exigen intervenciones jurídico-penales en asuntos relacionados con las causas que defienden, ya sea en forma de penas más severas, garantías más flexibles para los acusados ​​o simplemente inflando la legislación mediante la creación de nuevos delitos .

La tendencia hacia el punitivismo como respuesta rápida y simplista a los problemas sociales es compartida incluso por personas del espectro político progresista – Alexander Rodrigues de Castro

Es importante señalar que el punitivismo no se deriva únicamente de decisiones políticas o legislativas. También refleja una auténtica demanda social de protección contra la violencia. En una sociedad con altos índices de criminalidad, es natural que la población espere respuestas firmes del Estado. El reto reside en equilibrar esta legítima expectativa de seguridad con políticas públicas basadas en la evidencia, evitando la creencia de que simplemente aumentar los castigos es suficiente para resolver problemas complejos relacionados con la delincuencia .

En este contexto, el debate sobre la reducción de la edad de responsabilidad penal suele interpretarse en cierta literatura especializada como una manifestación de esta lógica punitiva. Sus defensores generalmente enfatizan la necesidad de ampliar la responsabilidad de los autores de actos graves, mientras que sus críticos argumentan que la propuesta prioriza la expansión del poder punitivo del Estado sin abordar las múltiples causas que contribuyen a la violencia juvenil . La existencia de este desacuerdo demuestra que la discusión no solo involucra cuestiones legales, sino también diferentes concepciones sobre las formas más apropiadas de promover la seguridad pública .

IHU – ¿Qué influencia tienen las prácticas punitivas de Estados Unidos en Brasil?

Alexander Rodrigues de Castro – La influencia norteamericana en la política criminal brasileña es un fenómeno ampliamente reconocido en la literatura especializada, especialmente a partir de las décadas de 1980 y 1990. Durante este período, los modelos de endurecimiento penal asociados al movimiento conocido como ley y orden adquirieron prominencia internacional , abogando por el aumento de las penas, la ampliación del encarcelamiento y un enfoque más riguroso del sistema de justicia penal como estrategias centrales para combatir el crimen .

En Brasil, varias propuestas legislativas han comenzado a abordar, directa o indirectamente, esta lógica. El fortalecimiento de los discursos a favor del encarcelamiento , la creación de nuevos delitos, el agravamiento de las penas y la restricción de los beneficios procesales reflejan, en cierta medida, tendencias que también se observaron en Estados Unidos durante el período de expansión de sus políticas penales .

Sin embargo, es importante evitar la simplificación excesiva. La realidad brasileña tiene sus propias características y no puede explicarse únicamente por la influencia extranjera. El aumento de la delincuencia urbana , la expansión de las organizaciones criminales, la sensación de inseguridad de la población y las demandas internas de mayor protección también han contribuido a la adopción de políticas más estrictas. En otras palabras, las ideas punitivas fueron bien recibidas porque abordaban problemas concretos que enfrenta nuestra sociedad.

Por lo tanto, sería más preciso afirmar que Brasil no se limitó a importar las políticas criminales estadounidenses , sino que incorporó algunos de sus discursos y estrategias dentro de un contexto nacional marcado por desafíos específicos en materia de seguridad pública . La influencia existe, pero se combina con factores políticos, sociales e institucionales típicamente brasileños.

Brasil no se limitó a importar las políticas criminales estadounidenses, sino que incorporó partes de su discurso y estrategias a un contexto nacional marcado por desafíos específicos de seguridad pública. – Alexander Rodrigues de Castro

IHU – ¿Cómo interfieren y obstaculizan las prácticas punitivas la implementación de otras medidas para rehabilitar a los jóvenes adolescentes involucrados en delitos?

Alexander Rodrigues de Castro – Los enfoques predominantemente punitivos pueden obstaculizar la implementación de políticas de prevención y reinserción social, ya que tienden a centrar la atención pública y los recursos estatales en la respuesta penal , en detrimento de las medidas dirigidas a las causas y los factores de riesgo asociados con la participación de los adolescentes en la delincuencia. Cuando el debate público se centra en discusiones sobre castigo, encarcelamiento y mayor severidad de las sanciones, las iniciativas relacionadas con la educación, la asistencia social, la salud mental, la formación profesional y el fortalecimiento de los lazos familiares suelen recibir menor visibilidad y apoyo político.

Además, el punitivismo suele asociarse con la idea de que los jóvenes infractores son, en esencia, un problema de seguridad pública que debe ser neutralizado, y no también individuos en proceso de desarrollo que pueden ser objeto de intervenciones orientadas a la resocialización . Esta perspectiva puede limitar el alcance de las políticas que buscan comprender las múltiples vulnerabilidades presentes en las trayectorias de muchos adolescentes involucrados en actos delictivos.

El punitivismo suele asociarse con la idea de que los jóvenes infractores son esencialmente un problema de seguridad pública que debe ser neutralizado, y no también individuos en proceso de desarrollo que pueden ser objeto de intervenciones dirigidas a la resocialización – Alexander Rodrigues de Castro

Desde la perspectiva de la evidencia disponible, la rehabilitación de jóvenes infractores tiende a depender de estrategias múltiples y coordinadas. La rendición de cuentas es un componente importante, pero generalmente no es suficiente por sí sola. Los programas educativos, el apoyo psicosocial, el apoyo familiar, la formación profesional y las oportunidades concretas de reintegración social son citados con frecuencia por los expertos como elementos relevantes para reducir la reincidencia y promover trayectorias de vida alejadas del delito .
Esto no significa que la sociedad deba abandonar la intervención con adolescentes que cometen actos graves. Esta intervención ya está contemplada en el Estatuto de la Infancia y del Adolescente ( ECA ). La cuestión fundamental es que la seguridad pública difícilmente se logrará únicamente mediante el aumento de las penas. Cuanto más se centre el debate exclusivamente en la respuesta penal, mayor será el riesgo de que otras políticas, igualmente importantes para la prevención de la violencia y la rehabilitación de los jóvenes, queden relegadas a un segundo plano.

IHU – ¿Qué alternativas podrían impedir que los jóvenes menores de 18 años entren y se vean involucrados en el mundo del crimen?

Alexander Rodrigues de Castro – No existe una medida única capaz de impedir que los adolescentes se involucren en la delincuencia . La literatura especializada y la experiencia internacional indican que los mejores resultados suelen derivarse de una combinación de diferentes políticas públicas orientadas a la prevención, la protección social y la debida rendición de cuentas de los jóvenes que ya han entrado en conflicto con la ley.

Entre las medidas más citadas se encuentran la ampliación del acceso a una educación de calidad, la reducción de las tasas de abandono escolar , la oferta de actividades deportivas, culturales y de ocio fuera del horario escolar, programas de cualificación profesional e inserción laboral, así como el fortalecimiento de los servicios de asistencia social y el apoyo a las familias en situación de vulnerabilidad. Estas iniciativas pueden reducir los factores de riesgo asociados al reclutamiento de adolescentes por parte de grupos delictivos y ampliar sus perspectivas de inclusión social .

Las políticas de prevención situacionales y comunitarias también son importantes, especialmente en áreas con altos índices de violencia . La presencia del Estado a través de escuelas, centros de salud, instituciones culturales, programas sociales y acciones de vigilancia comunitaria tiende a producir resultados más consistentes que las intervenciones exclusivamente represivas. En muchos casos, la participación de los adolescentes en actividades delictivas no solo se relaciona con decisiones individuales, sino también con contextos de exclusión social, falta de oportunidades y débiles lazos comunitarios.

La participación de los adolescentes en la delincuencia no solo se relaciona con decisiones individuales, sino también con contextos de exclusión social, falta de oportunidades y débiles lazos comunitarios – Alexander Rodrigues de Castro

Por otro lado, cuando un adolescente ya ha cometido un delito, es fundamental que el sistema socioeducativo funcione correctamente. La responsabilidad prevista en el Estatuto del Niño y del Adolescente no debe confundirse con impunidad. Medidas socioeducativas bien estructuradas , acompañadas de apoyo educativo, psicológico y profesional, pueden contribuir a reducir la reincidencia y promover la reinserción social.

En resumen, la prevención de la delincuencia juvenil depende de un enfoque integral. La seguridad pública desempeña un papel importante, pero difícilmente puede abordar el problema por sí sola. La experiencia demuestra que las políticas más eficaces suelen ser aquellas que combinan educación, asistencia social, oportunidades económicas, fortalecimiento comunitario y una adecuada rendición de cuentas para los adolescentes que cometen delitos.

IHU – ¿Desea agregar algo?

Alexander Rodrigues de Castro – Uno de los principales puntos de preocupación en el debate sobre la reducción de la edad de responsabilidad penal se relaciona con los efectos concretos que esta medida podría producir en los adolescentes sometidos al sistema de justicia penal . En la práctica, la reducción de la edad de responsabilidad penal crea el riesgo de que los jóvenes de 16 y 17 años se integren, total o parcialmente, en la lógica del sistema penitenciario destinado a adultos. Considerando los problemas que históricamente ha enfrentado el sistema penitenciario brasileño, como el hacinamiento, la actividad de organizaciones criminales, las deficiencias estructurales y las limitaciones en la provisión de programas de rehabilitación, existe el temor de que el contacto temprano con este entorno pueda comprometer aún más sus posibilidades de reintegración social.

Esto no implica ignorar las preocupaciones legítimas relacionadas con la comisión de delitos graves. Es perfectamente razonable debatir si el modelo socioeducativo vigente, contemplado en el Estatuto de Niños y Adolescentes, es suficiente para responder adecuadamente a casos de homicidio, robo con resultado de muerte, violación o participación en organizaciones criminales. Este es un debate legítimo y necesario, sobre todo porque la sociedad tiene derecho a exigir respuestas eficaces ante conductas sumamente graves.

Sin embargo, incluso si se concluye que ciertos instrumentos actualmente existentes son insuficientes, esto no implica necesariamente que los adolescentes deban ser incorporados al sistema penal de adultos . Una posible alternativa sería mejorar el propio sistema socioeducativo , creando mecanismos específicos para abordar los casos más graves. Por ejemplo, se podrían considerar regímenes de detención diferenciados, nuevos tipos de medidas socioeducativas , períodos más prolongados de vigilancia institucional o criterios más rigurosos para la progresión de las medidas aplicadas .

El verdadero desafío reside en construir mecanismos capaces de combinar la rendición de cuentas proporcional a la gravedad de la conducta con políticas eficaces de rehabilitación y reinserción social – Alexander Rodrigues de Castro

En este contexto, cualquier ampliación de la intervención estatal debe ir acompañada de un fortalecimiento de los equipos multidisciplinarios responsables de asistir a estos adolescentes. Psicólogos, educadores, trabajadores sociales, profesionales de la salud y especialistas en formación profesional desempeñan un papel fundamental en la comprensión de las trayectorias individuales y en la elaboración de estrategias eficaces para la reinserción social. Al fin y al cabo, los adolescentes que cometen delitos graves deben rendir cuentas, pero siguen siendo individuos en proceso de desarrollo.
Por ello, muchos expertos sostienen que el debate no debe limitarse a la disyuntiva entre impunidad y encarcelamiento de adultos . El verdadero reto reside en construir mecanismos capaces de combinar la rendición de cuentas proporcional a la gravedad de la conducta con políticas eficaces de rehabilitación y reinserción social . Desde esta perspectiva, reformar y mejorar el sistema socioeducativo puede representar una alternativa más compatible con las particularidades de la adolescencia que simplemente trasladar a los menores de 18 años al mismo entorno institucional destinado a los adultos.
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